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SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
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“2026, Año del Bicentenario de la Promulgación de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí”
TOCA ******/2025

EXPEDIENTE ******/2024-2


RECURSO DE APELACIÓN: ******/2025.
JUICIO CONTENCIOSO: ******/2024-2.
PARTE ACTORA: ******, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE.
AUTORIDAD DEMANDADA Y RECURRENTE: 1) ORGANISMO INTERMUNICIPAL DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS); Y, 2) DIRECTOR DE PROYECTOS Y ENCARGADO DE LA DIRECCIÓN DE FRACCIONAMIENTOS DEL MISMO ORGANISMO
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.
SECRETARIO: FRANCISCO JAVIER BELMARES OLVERA.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciocho de mayo de dos mil veintiséis.
V I S T O S, para resolver los autos del toca ******/2025, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el diez de julio de dos mil veinticinco, por ******, en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de once de julio de dos mil veinticinco, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo ******/2024; turnado a ésta Sala Superior el doce de agosto siguiente, mediante el oficio TEJA/2SU/******/2025/SA, signado por la Magistrada de dicha Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:
“PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para emitir la presente resolución.
SEGUNDO.- Por las razones y fundamentos que han sido expuestos en el considerando Sexto de esta resolución, se decreta la Ilegalidad e Invalidez del oficio IN/DG/DF/******/24 por las razones expuestas en el Considerando Sexto de esta resolución.”
II. Inconforme con la referida determinación, ****** con el carácter antes referido, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el diez de julio de dos mil veinticinco, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el doce de agosto siguiente; atendiendo a que por auto de dieciséis de julio anterior
, con fundamento en el artículo 152
, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente ******/2024.
III. En auto de quince de agosto de dos mil veinticinco
, se admitió a trámite la apelación bajo el consecutivo ******/2025, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la parte moral actora, ****** Sociedad Anónima de Capital Variable, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV. El cuatro de septiembre siguiente
, se certificó que la parte moral actora, no desahogó la vista ordenada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación interpuesto por la autoridad demandada y, con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154
, del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II y, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, aplicable en la época de los hechos sometidos a esta Alzada.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:
I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de cuantía indeterminada; 
III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.
Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.
En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.
Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente, la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250, del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto, del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia. Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis siguiente:
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	“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.” 



TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de ******, en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en el juicio contencioso administrativo ******/2024, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de nueve de diciembre de dos mil veinticuatro
.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la autoridad demandada el dieciocho de junio de dos mil veinticinco
, por lo que dicha notificación surtió efectos el veintitrés siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del veinticuatro de junio al catorce de julio de dos mil veinticinco; en ese lapso no deben contar los días veintiocho y veintinueve; cinco, seis, doce y trece de julio del mismo año, por haber sido sábados y domingos, respectivamente, inhábiles por disposición expresa del artículo 15
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el diez de julio de dos mil veinticinco, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la apelante se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, esta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por ******, con el carácter antes referido; es procedente, por las siguientes consideraciones.
Marco normativo.
En el artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable al caso en concreto de conformidad con el segundo transitorio del decreto de reforma a dicho artículo, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro
, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de cuantía indeterminada;

(Reformado mediante publicación de dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro en el Periódico Oficial del Estado.)

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y
IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
De la norma transcrita se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo se sujeta a cuatro supuestos: cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el asunto sea de cuantía indeterminada; cuando se trate de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia y violaciones procesales; resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.

En ese sentido, del análisis realizado de las constancias remitidas por la Sala de origen, se advierte que en la sentencia de once de junio de dos mil veinticinco se resolvió que la autoridad demandada carece de facultades para modificar sus propias determinaciones respecto de lo decidido en los oficios IN/DF/OF/******/2021 y IN/DF/OF/******/2021. Lo anterior, en virtud de que el cause legal procedente para tal efecto era el juicio de lesividad, previsto en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En consecuencia, la Segunda Sala Unitaria determinó la ilegalidad del acto impugnado consistente en el oficio IN/DG/DF/******/24, de seis de septiembre de dos mil veinticuatro, emitido por el Director de Proyectos y Encargado de la Dirección de Fraccionamientos del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y por otra parte, reconoció la validez de las diversas misivas IN/DF/OF/******/2021 y IN/DF/OF/******/2021.
Por tanto, con fundamento en los arábigos 3°, fracción XIX, 169, 217, 248, 249, 250, fracción IV y 251, de la Ley Adjetiva Administrativa para el Estado, declaró la ilegalidad e invalidez del acto impugnado; de ahí que, se concluye que se trata de un asunto de cuantía indeterminada.
Por tanto, el recurso de apelación resulta procedente al actualizarse el supuesto previsto en la fracción II, del artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Lo anterior encuentra apoyo en las tesis siguientes.
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	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”

	
	“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.”


SÉPTIMO. Estudio. Son inoperantes los agravios emitidos por la parte apelante; por ende, insuficientes para revocar o modificar el fallo impugnado.

En la resolución de quince de junio de dos mil veinticinco, dictada en el juicio contencioso administrativo ******/2024, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resolvió la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, acorde a los razonamientos siguientes:

Del análisis que practicó a los conceptos de impugnación, sustancialmente se advierte que la A quo observó, que la parte actora hizo valer la nulidad del oficio impugnado alegando que la autoridad demandada carece de facultades para revocar, de manera oficiosa, actos administrativos que confieren derechos o beneficios a los particulares –como lo es una concesión-. Por tanto, la justiciable sostuvo que, conforme al artículo 169, del Código Procesal Administrativo para el Estado, la vía legalmente idónea para privar al gobernado de tales derechos es el juicio de lesividad. De ahí, lo fundado que consideró la Magistrada instructora de la impugnación para determinar la ilegalidad del acto controvertido.
Bajo ese contexto, la Resolutora explicó que el juicio contencioso administrativo es un proceso diseñado para salvaguardar la seguridad jurídica como valor fundamental, tanto para los particulares como para el Estado. Así, su objeto es evitar que actos o resoluciones investidos de ilegalidad produzcan efectos, facultando a este Tribunal para reconocer su validez o declarar su nulidad.
Al respecto, precisó correspondía remitirse a lo dispuesto por los artículos 3°, fracción XIX, 169, 230, fracción I y II, y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales regulan el juicio de lesividad.
De la exégesis de los dispositivos legales invocados, la juzgadora advirtió que el juicio de lesividad es la vía procesal para que las autoridades administrativas soliciten ante este órgano jurisdiccional la nulidad de resoluciones favorables a los particulares que consideren lesivas a la administración o al interés público.
Precisó que el arábigo 169, establece una regla de improcedencia de la revocación oficiosa, esto es, cuando un acto administrativo genera un derecho o beneficio al particular, la autoridad no puede anularlo por sí misma, salvo excepciones taxativas –facultades expresas de anulación oficiosa o dolo, mala fe, del interesado-. Fuera de estos supuestos, la autoridad está obligada a promover el juicio de lesividad.
Asimismo, señaló que el artículo 230, fracciones I y II, legitima a la autoridad para actuar como parte actora cuando impugne resoluciones favorables a particulares, y a estos últimos para comparecer como parte demandada.
Finalmente, que conforme al arábigo 251, este Tribunal tiene la atribución de emitir sentencias que reconozcan la validez o declaren la nulidad (total, parcial o para efectos) de los actos impugnados. 
En ese contexto, la Magistrada de origen precisó que la litis se hizo consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del oficio IN/DG/DF/******/21, de seis de septiembre de dos mil veinticuatro, y en su caso, la nulidad total o parcial.
Por tanto, del análisis que practicó al acto impugnado, la A quo, obtuvo que la enjuiciada pretendía modificar unilateralmente lo determinado en los oficios IN/DF/OF/******/2021 e IN/DF/OF/******/2021; no obstante, sostuvo que esa modificación era jurídicamente inviable de forma oficiosa, toda vez que la vía legalmente prevista para alterar sus propias determinaciones era el juicio de nulidad, conforme al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En consecuencia, determinó que el acto controvertido adolecía de ilegalidad, lo que vició su validez. Por tanto, reconoció la validez de las oficios de mérito.
Lo anterior fue determinante para que la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal declarara la ilegalidad e invalidez del acto impugnado consistente en el oficio IN/DG/DF/******/21, de seis de septiembre de dos mil veinticuatro, emitido por el Director de Proyectos y Encargado de la Dirección de Fraccionamiento del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS).
Tal decisión, tuvo sustento en lo dispuesto por los artículos 3°, fracción IX, 169, 217, 248, 249, 250, fracción IV y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Esta es la resolución materia de análisis en esta segunda instancia.

Síntesis de agravios. En contra de lo resuelto por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, la autoridad demandada aduce, sustancialmente, los motivos de disenso siguientes:
Primer agravio. Indebida fundamentación de la competencia. Sostiene que la resolución impugnada contraviene los artículos 14 y 16, de la Constitución Federal, en tanto que carece de una debida fundamentación y motivación, toda vez que la A quo omitió precisar con exactitud las normas que facultan su actuación. 
Argumenta que la simple cita de preceptos legales, sin una motivación fáctica y jurídica que justifique su competencia para resolver el juicio, vulnera el principio de seguridad jurídica. Para sostener lo anterior, citó la tesis de rubro: “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.”
Deficiente fijación de la litis. Por otra parte, afirma que existe una deficiente motivación en el considerando tercero de la resolución de origen, pues la controversia no fue fijada conforme a los parámetros legales. Al respecto, citó la tesis de rubro: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE.” y “RESOLUCIONES JURISDICCIONALES. CARÁCTERISTICAS QUE DETERMINAN SI CUMPLEN CON UNA ADECUADA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.”; de ahí, reiteró que se viola lo dispuesto en los artículos 14 y 16, de la Carta Magna, en lo relativo a la fundamentación y motivación que deben contener los actos de las autoridades.
Falta de exhaustividad. Aduce que se vulneró el debido proceso y la garantía de legalidad al no analizarse la totalidad de los puntos litigiosos, incluyendo la supuesta omisión de estudio de las causales de improcedencia hechas valer en su contestación de demanda. De ahí, refirió que la obligación de motivar no se agota con argumentos explicativos, sino que requiere demostrar que la decisión no es arbitraria.
Por otro lado, sostuvo que el análisis que realizó la Resolutora respecto de los conceptos de impugnación carece de una debida fundamentación y motivación, en tanto que, únicamente citó los preceptos legales que consideró correspondían al caso particular y, con base en ello, determinó la ilegalidad del acto impugnado, lo que refirió, es ilegal.
Segundo agravio. Inexistencia de derechos adquiridos. Alega que la Sala de origen partió de una premisa incorrecta al considerar que el oficio IN/DG/DF/******/24 modificó derechos previamente otorgados. En ese sentido, sostiene que los oficios IN/DF/OF/******/2021 e IN/DF/OF/******/2021 no confirieron una concesión o derecho definitivo, sino que estaban sujetos a una condición suspensiva (acreditación de documentos).

Naturaleza del acto impugnado. Argumenta que el oficio controvertido no constituye una revocación de un acto favorable, sino el ejercicio legítimo de sus facultades de supervisión ante el incumplimiento de requisitos por parte del particular. En consecuencia, afirma que su actuar se ciñó a los principios de legalidad y diSciplina previstos en los artículos 2°, de la Ley Orgánica de este Tribunal y, 6°, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, pues solo busca el cumplimiento de compromisos contraídos por el particular en los oficios del dos mil veintiuno.
Indebida aplicación de la norma. Refiere que, si bien la juzgadora invocó los preceptos relativos al juicio de lesividad, estos resultan inaplicables al caso concreto debido a que no pretendía modificar un derecho adquirido, existiendo una disonancia entre la norma citada y los hechos narrados. En apoyo a su dicho, citó la tesis de rubro: “FUDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.”
Presunción de legalidad. Finalmente, alega que la sentencia de origen vulnera lo dispuesto en los arábigos 248, de la Ley Adjetiva Administrativa y, 45, del Código Fiscal, ambos para el Estado, al omitir que los actos administrativos gozan de presunción de legalidad. Así, refiere que correspondía a la actora la carga de desvirtuar dicha presunción y que el juzgador erró al no fijar la litis bajo ese parámetro. Para sostener lo anterior, citó las tesis de rubro: “NULIDAD DE UN ACTO DE AUTORIDAD.” y “ACTOS DE AUTORIDADES FISCALES.”

Finalmente, argumentó que, ante la presunción de legalidad de sus actos, la Sala Unitaria no debió declarar la nulidad sin que la accionante demostrara plenamente la ilegalidad.
Como se anticipó, resultan inoperantes por insuficientes los agravios en análisis, mismos que se examinan de manera conjunta
 en atención a la estrecha relación que guardan entre sí.
Se otorga dicha calificativa, en virtud de que no puede considerarse como agravio la simple manifestación de inconformidad con el sentido del fallo impugnado por considerarlo ilegal, ya que la misma debe impugnar con razonamientos, los que lo hayan fundado, y en el caso, es patente que los agravios en análisis no controvierten de manera eficaz si la Sala responsable actuó de manera incorrecta, al no exponer razonamientos contundentes que así lo demuestren.

Si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, sino que basta con que se exprese con claridad la causa petendi, ello no exime a la autoridad recurrente de señalar cuál es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, pues si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.
Son características de un agravio precisar cuál es la parte de la sentencia que lo causa; citar el precepto legal violado; demostrar la transgresión de que se duele con razonamientos lógicos-jurídico idóneos y citar las leyes, doctrinas y jurisprudencias en apoyo a los argumentos expuestos.

Caso concreto.
En la especie, la autoridad recurrente se limita a realizar afirmaciones genéricas y dogmáticas respecto a una supuesta falta de fundamentación y motivación de la sentencia, así como a reiterar defensas que fueron desestimadas en la instancia de origen, sin combatir frontalmente la base argumentativa que sustenta el fallo apelado.
En efecto, el fondo de la resolución de la A quo radica en que el oficio IN/DG/DF/******/24 constituye una revocación oficiosa de un acto favorable, lo cual, conforme lo dispuesto por el artículo 169, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, solo puede realizarse a través del juicio de lesividad.
Frente a esta consideración toral, la autoridad apelante se limita a señalar que la Sala responsable no fundó debidamente su competencia o que no analizó exhaustivamente la litis. Sin embargo, omite precisar qué facultades legales de la Sala fueron omitidas o qué punto litigioso específico quedó sin estudio; de ahí, lo carente de eficacia jurídica del motivo de disenso de trato.
Por otra parte, si bien la enjuiciada sostiene que los oficios IN/DF/OF/******/2021 e IN/DF/OF/******/2021 no generaron derechos definitivos por estar sujetos a una condición suspensiva, tal argumento insuficiente para desvirtuar la sentencia. Esto es así porque no controvierte con razonamientos lógico y jurídicos la interpretación que la Magistrada instructora realizó sobre la naturaleza de dichos actos como favorables al particular, ni demuestra por qué, legalmente, el incumplimiento de una supuesta condición la facultaría para actuar de forma unilateral obviando la vía jurisdiccional del juicio de lesividad.
Asimismo, la reclamante aduce que la Sala primigenia ignoró la presunción de legalidad de sus actos. No obstante, dicho argumento es inoperante, pues pierde de vista que la presunción de legalidad no es absoluta ni habilita a la autoridad a actuar fuera de los cauces procesales establecidos. Bajo ese contexto, la Resolutora determinó que el acto era ilegal precisamente porque se emitió en una vía no permitida por la ley –revocación directa en lugar de lesividad-; por tanto, al existir un vicio de procedimiento, la presunción de legalidad quedó válidamente desvirtuada por el análisis jurídico de la juzgadora.

En consecuencia, al tratarse de una reiteración de argumentos expuestos en la contestación de demanda e impugnaciones subjetivas que no combaten los fundamentos legales específicos contenidos en los artículos 169 y 230, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, invocados por la Sala de instancia para declarar la ilegalidad e invalidez, este Tribunal de Alzada se encuentra impedido para realizar un estudio de fondo. Lo anterior, encuentra apoyo en las tesis 1o.C.T. J/5 (10a) y 2a./J. 108/2012 (10a.).
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida”.

En conclusión, los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido; situación que no ocurre en el presente asunto. Resultan aplicables las tesis 1a. IX/2011 y 2a. LXV/2010.
“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

Consecuentemente, la sentencia recurrida sí se encuentra fundada y motivada, y de esa manera, cumple a cabalidad con los principios de legalidad y certeza jurídica, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Carta Magna de la República, dado que en la determinación combatida en esta vía se estableció fundada y motivadamente las razones que llevaron a la juzgadora a declarar la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, señalando la funcionaria con precisión los preceptos legales aplicables el caso particular, existiendo además, plena adecuación al caso de trato.

Acorde a la calificación dada a los agravios esgrimidos por la autoridad demandada, Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar la sentencia de once de junio de dos mil veinticinco, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dictado en el juicio contencioso administrativo ******/2024.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada ******, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos 149, 150 y 151 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

R E S U E L V E

ÚNICO. Se CONFIRMA el fallo recurrido el once de junio de dos mil veinticinco, pronunciado por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el procedimiento contencioso ******/2024, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora moral, ******, Sociedad Anónima de Capital Variable y; por oficio a la autoridad demandada, Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido y remítanse los autos a la Sala de su origen.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del Licenciado Francisco Javier Belmares Olvera, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe.

CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN
MAGISTRADO TITULAR DE LA SALA SUPERIOR

FRANCISCO JAVIER BELMARES OLVERA

SECRETARIO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR

“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.

Razón; esta hoja pertenece a la parte final de la sentencia de dieciocho de mayo de dos mil veintiséis, dictada en los autos del toca ******/2025. Conste.
� Foja 158 de los autos del juicio de origen.


� “Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 16-19 de los autos del toca de apelación.


� Fojas 43 y 44 de los autos del toca de apelación.


� “Artículo 154.


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 


�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 607, Tomo XXXIII, Novena Época, registro digital 162941.


� Tesis VI.2o.C. J/206 sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 2308, Tomo III, Décima Época, registro digital 2019949, de rubro y texto: “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados.”


Tesis emitida por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación, página 203, Volumen 205-216, Séptima Época, registro digital 240057, de rubro y texto: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Foja 129-131 de los autos del toca de apelación.


� “Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.”


� Según constancia de notificación que obra agregada a foja 147 de los autos del juicio de origen.


� “Artículo 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.”


� “SEGUNDO. Los procedimientos previstos en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se encuentren pendientes de resolución ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a la entrada en vigor del presente Decreto, se substanciarán y resolverán conforme a las disposiciones vigentes al momento de su inicio.”


� Sirve apoyo la Tesis de jurisprudencia (IV Región)2o. J/5 (10a.) sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 2018, Tomo III, Décima Época, registro digital 2011406, de rubro y texto: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� Sostenida por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, página 1605, Libro 14, Décima Época, registro digital 2008226.


� Emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 1326, Libro XIII, Décima Época, registro digital 2001825.


� Emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 607, Tomo XXXIII, Novena Época, registro digital 162941.


� Emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 447, Tomo XXXII, Novena Época, registro digital 164181.


�“Artículo 22 BIS. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala;”


Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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